
R ecuerda el astrofísi-
co estadounidense, 
Michio Kaku, que 
cuando el presiden-
te Thomas Jefferson 

compró Luisiana a Napoleón (en 
1803) por la astronómica cifra de 
15 millones de dólares, estuvo 
una larga temporada sumido en 
el más profundo espanto. La ra-
zón de ello estribaba en el hecho 
de que desconoció por largo tiem-
po si el referenciado territorio (en 
su mayor parte inexplorado) es-
condía fabulosas riquezas o, por 
el contrario, era un páramo sin 
mayor valor… El paso del tiempo 
demostró con creces lo primero, 
así como acreditó que fue enton-
ces cuando se inició la marcha de 
los pioneros americanos: aque-
llos sujetos que —al igual que 
los “Adelantados” castellanos y 
extremeños en el siglo XVI— se 
lanzaban hacia lo desconocido en 
aras de obtener fortuna, descubrir 
nuevas maravillas y mejorar su po-
sición social1.

Los Jefferson de hoy en día, son 
los Musk y los Bezos, empresa-
rios norteamericanos dueños de 
enormes emporios fi nancieros, 
comerciales y tecnológicos, quie-
nes, de la mano de nuevos “pio-
neros” (un mix entre Julio Verne/
Arthur C. Clark y Neil Amstrong/
John Glenn) buscan alcanzar la 
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nueva frontera de la Humanidad: 
la explotación comercial y minera 
del Espacio Ultraterrestre.

Ante semejante desafío, mu-
chas son las preguntas que pode-
mos (y debemos) formularnos. 
Aquí intentaremos dar respuesta 
(siquiera someramente) a si la 
normativa internacional y nacio-
nal existente relativa a la explo-
tación minera de la Luna y de los 
cuerpos celestes, constituye —o 
no—, un marco sufi ciente para 
la regulación de tales actividades 
proyectadas.

VINCULACIÓN DE LOS 
TRATADOS ESPACIALES DE 
NACIONES UNIDAS
Dentro del ámbito normativo uni-
versal de Naciones Unidas, se han 
promulgado cinco tratados multi-
laterales generales que, en su glo-
balidad, proporcionan un marco 
básico para regular las activida-
des en el espacio ultraterrestre. 
El primero de ellos es el “Tratado 
sobre los principios que rigen las 
actividades de los Estados en la 
exploración y el uso del espacio 
ultraterrestre”, que entró en vi-
gor en 1967. Tras él, se adoptaron 
cuatro tratados más, a los efectos 
de desarrollar e interpretar debi-
damente su alcance normativo. 
Así, observamos acuerdos sobre 

el rescate de astronautas, sobre 
el regreso de astronautas y sobre 
el regreso de objetos lanzados al 
espacio exterior:
a) El primero es el “Tratado sobre 

los principios que rigen las acti-
vidades de los Estados en la ex-
ploración y utilización del espa-
cio ultraterrestre”, que entró en 
vigor el 3 de diciembre de 1968 
(“Acuerdo de rescate”);

b) luego, tenemos el “Convenio 
sobre responsabilidad interna-
cional por daños causados   por 
objetos espaciales”, en vigor 
desde el 1 de septiembre de 
1972 (“Convenio de responsabi-
lidad”);

c) tras ello, se celebró el “Conve-
nio sobre el registro de objetos 
lanzados al espacio ultraterres-
tre”, que entró en vigor el 15 de 
septiembre de 1976 (“Convenio 
sobre el registro”);

d) y fi nalmente hallamos el 
“Acuerdo que rige las activida-
des de los Estados en la Luna 
y otros cuerpos celestes”, que 
entró en vigor el 11 de julio de 
1984 (“Acuerdo de la Luna”)2.

De todos los referenciados ins-
trumentos internacionales, para 
la extracción de recursos mine-
ros, el más relevante resulta ser el 
“Acuerdo de la Luna”, que se abrió 
para las fi rmas en 1979, pero que 
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solo entró en vigencia en 1984. 
Cierto es que muchos lo conside-
ran un tratado fallido, ya que nin-
guna de las principales potencias 
espaciales, incluida Rusia, Esta-
dos Unidos, China, Japón e India 
lo han ratifi cado. Si bien se señala 
que, en todo caso, la extracción de 
recursos debe llevarse a cabo de 
conformidad con las convencio-
nes internacionales sobre seguri-
dad, responsabilidad y registro de 
objetos espaciales, como lo esta-
blece el Tratado del Espacio Exte-
rior, que la mayoría de los estados 
tienen ratifi cado3.

Asimismo, como lugares desde 
los que se realizan lanzamientos 
de naves o dispositivos espacia-
les, los Estados partes (o no) de 
los tratados son responsables 
de los daños causados   por sus 
objetos espaciales. Esto incluye 
empresas privadas, ya que los es-
tados observan responsabilidad 
internacional por las actividades 
de sus ciudadanos y entidades no 
gubernamentales bajo su juris-
dicción. Aunque no hay requisitos 
para ello, en la Resolución 68/74, 
la Asamblea General de la ONU 
recomienda que los estados intro-
duzcan medidas de aseguramien-
to (seguros públicos o privados) 

para las actividades espaciales 
que operan/se regulan dentro/por 
su jurisdicción.

También es necesario que to-
dos los objetos espaciales se re-
gistren en un registro mantenido 
por el estado de “lanzamiento”. 
Además de esto, corresponde al 
Estado informar al Secretario Ge-
neral de Naciones Unidas sobre 
todos los extremos contenidos 
en el registro. El contenido del 
registro, que se realiza a nivel 
nacional, es decidido por el esta-
do, más teniendo en cuenta los 
requisitos mínimos que se han 
de notifi car a la ONU por parte 
de los estados, que incluyen: 1) 
el nombre del estado de lanza-
miento; 2) número de registro; 
3) fecha y lugar de lanzamiento; 
4) parámetros orbitales básicos 
y; 5) función general del objeto 
espacial.

Con respecto a la actividad de 
extracción de recursos mineros, 
cabe señalar que todos los re-
cursos provenientes del espacio 
ultraterrestre, de conformidad 
con el Acuerdo de la Luna se con-
sideran “propiedad de toda la 
humanidad”, y como tal, el bene-
fi cio de extraer dichos recursos 
debería ser del interés compar-

tido y benefi cio de todas las na-
ciones, independientemente de 
su desarrollo económico o social. 
Más ampliamente este Artículo 
11 del Acuerdo de la Luna consi-
dera que la Luna y otros recursos 
de los cuerpos celestes son patri-
monio común de la humanidad. 
De conformidad con el Tratado 
del Espacio Exterior y el resto de 
las referenciadas convenciones 
internacionales, el Acuerdo de la 
Luna establece la formación de 
un organismo regulador inter-
nacional para gobernar la Luna 
y demás cuerpos celestes. El ob-
jetivo principal de dicha entidad 
rectora versa en el mantenimien-
to de: a) la seguridad y el uso efi -
ciente de los recursos de la Luna; 
b) la gestión de esos recursos; c) 
la expansión de las oportunida-
des propiciadas por tales recur-
sos y, d) el reparto equitativo en-
tre todos los estados partes de los 
benefi cios derivados de dichos 
recursos, considerando tanto los 
aspectos económicos y sociales 
de los países en desarrollo, cuan-
to los esfuerzos de los estados 
que extraen los recursos4.

Los Estados partes deberán in-
formar al Secretario General de 
Naciones Unidas, así como a la 

Todas las imágenes de este capítulo son propuestas espaciales tomadas de ExplainingTheFuture.com, de Christopher Barnatt .
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comunidad internacional y cientí-
fi ca, sobre las diversas actividades 
espaciales desarrolladas; ello a 
los efectos de administrar el tiem-
po y los recursos. La información 
requerida incluiría el tiempo, 
las ubicaciones, los parámetros 
orbitales y la duración de las ac-
tividades. El Acuerdo de la Luna 
permite el derecho de recolectar 
y eliminar recursos según sea ne-
cesario para la misión, así como 
que los recursos extraídos se ha-
llarán a disposición plena de los 
estados. No obstante, también se 
requiere que los estados extraigan 
los recursos de tal manera que no 
perturben al medio ambiente o 
introduzcan riesgos para la segu-
ridad y/o bienestar de la Comuni-
dad Internacional.

Ahora bien, cabe señalar como 
la principal falencia o debilidad 
de este régimen convencional, 

el hecho de que no existe un pro-
ceso delimitado para la designa-
ción de las diferentes áreas de 
investigación y/o extracción de 
minerales o bienes. Ello, puesto 
que las partes solo deben infor-
marse mutuamente y a la ONU 
sobre las actividades que se pro-
ponen llevar a cabo. El Acuer-
do de la Luna tampoco prevé la 
resolución de confl ictos entre 
estados que operan simultánea-
mente en una misma área, y solo 
requiere que la “parte informe 
inmediatamente al otro Estado 
sobre el momento y los planes 
para sus propias operaciones”. 
Tampoco se prevé contingen-
cia alguna, respecto de la toma 
de acciones disciplinarias en el 
caso de que los estados partes no 
cumplan con las condiciones del 
acuerdo. Extremo este último, 
que también representa un grave 
vacío legislativo5.

RESOLUCIONES Y PRINCIPIOS 
ESPACIALES DE LA ONU 
(NO VINCULANTES)
Las actividades de exploración es-
pacial y sus usos están regulados 
por normas y reglas derivadas de 
principios generales del Dere-
cho internacional; incluyendo 
algunos principios que se desa-
rrollaron a partir de ciertas expe-
riencias concretas en misiones 
desarrolladas en el espacio ultra-
terrestre. Veamos:

Asamblea General de la ONU y 
COPUOS
Naciones Unidas desempeñan un 
papel clave para facilitar el desa-
rrollo de marcos gubernamen-
tales independientes sobre cada 
una de las actividades espaciales 
desarrolladas por parte de los Es-
tados miembros. Para cumplir tal 
función, que incluye el monito-
reo de toda actividad espacial, la 
Asamblea General de Naciones 
Unidas (AGNU) ha creado una se-
rie de comités, incluido el Comi-
té de Naciones Unidas sobre los 
Usos Pacífi cos del Espacio Exte-
rior (COPUOS) con mandatos es-
pecífi cos6.

En realidad, el COPUOS cons-
tituye el foro por excelencia, para 
el desarrollo de leyes y principios 
que rijan las actividades humanas 
sobre el espacio ultraterrestre (a 
través de misiones organizadas y 
ejecutadas por parte de los estados 
miembros). Su organigrama cuen-
ta con una Ofi cina de Asuntos del 
Espacio Ultraterrestre (OOSA), que 
cumple las funciones de secretaría. 
Además, el COPUOS ejecuta sus 
mandatos a través de dos subcomi-
tés, a saber, el subcomité científi co 
y el subcomité técnico-Legal. Las 
decisiones de los subcomités del 
COPUOS se toman por consenso 
(entre todos los miembros del co-
mité). Aunque esto último pudie-
re parecer un enorme obstáculo 
para la producción de normas, lo 
cierto es que en sus deliberaciones 
históricas el COPUOS logró mu-
chos consensos que habilitaron la 
creación de una gran variedad de 
tratados y acuerdos, incluidos los 
descritos anteriormente como tra-
tados vinculantes.

Visión de una base lunar para la obtención de helio 3 [ExplainingTheFuture.com].
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El marco convencional de la ONU 
sobre el espacio exterior
La ONU ha facilitado un régimen 
legal que permite el uso del es-
pacio ultraterrestre en benefi cio 
e interés de todos los países; in-
dependientemente del estado de 
desarrollo del país o de su partici-
pación efectivo en actividades/mi-
siones espaciales. Dicho régimen 
desarrollado y adoptado por Na-
ciones Unidas incluye las siguien-
tes características:
1. La libertad de exploración y uso 

del espacio ultraterrestre7;
2. La prohibición de cualquier 

tipo de pretensión de soberanía 
territorial sobre los cuerpos ce-
lestes8;

3. Que las actividades espaciales 
deben realizarse de conformi-
dad con el Derecho internacio-
nal9;

4. La obligación de usos y fi nalida-
des pacífi cas de toda actividad 
desplegada en el espacio exte-
rior10;

5. El reconocimiento de los dere-
chos soberanos de los estados 
sobre objetos (por ellos) lanza-
dos al espacio ultraterrestre11;

6. La asunción de una irrestricta 
responsabilidad internacional 
por parte de los estados por sus 

actividades espaciales naciona-
les12;

7. La obligación de evitar todo 
efecto nocivo por los experi-
mentos desarrollados en el es-
pacio ultraterrestre13;

8. La asistencia para los astronau-
tas en caso de accidente o aterri-
zaje de emergencia14;

9. La promoción de la coopera-
ción internacional en la explo-
ración y en el uso del espacio 
ultraterrestre15.

Acuerdos adicionales
Bajo los auspicios de la ONU, va-
rios estados han fi rmado sendos 
acuerdos adicionales relativos 
al uso del espacio ultraterrestre 
para las telecomunicaciones y 
otros fi nes. Así, la ONU encargó 
a la Unión Internacional de Te-
lecomunicaciones (UIT) que ges-
tione el cinturón GEO (la órbita 
geoestacionaria) con el fi n de evi-
tar interferencias físicas y elec-
tromagnéticas entre los diversos 
satélites y demás dispositivos. En 
consecuencia, la UIT es respon-
sable de la asignación de “GEO 
slots” (espacios determinados o 
lotes dentro de la órbita geoes-
tacionaria) a los estados miem-
bros. Siendo que, estos últimos a 

su vez pueden extender tales es-
pacios a empresas o compañías 
establecidas en sus respectivos 
territorios y/o reguladas por su 
derecho vernáculo.

Principios legales de la ONU 
sobre el espacio ultraterrestre
Vladimir Kopal argumenta sobre 
la adopción de la Declaración de 
Principios Jurídicos de 1963 que 
casi “todos los principios funda-
mentales del derecho espacial de 
nuestro tiempo se originaron en 
esta Declaración y aún propor-
cionan una imagen sucinta de la 
naturaleza general y el contenido 
de esta nueva rama del Derecho 
internacional”16. Si bien estos 
principios legales de la ONU so-
bre el espacio ultraterrestre no 
son vinculantes para el Derecho 
interno de los diversos estados 
(ni para la regulación/determi-
nación de las relaciones jurídicas 
inter-estatales); la referenciada 
Declaración del año 1963 incluyó 
un conjunto de principios gene-
rales que caracterizan el estado 
legal del espacio ultraterrestre y 
los cuerpos celestes, delineando 
el alcance de la legalidad para las 
actividades de los estados en el 
entorno espacial.

Escena imaginada sobre anclaje en un asteroide para desarrollar actividad minera [ExplainingTheFuture.com].
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Tras la Declaración, el COPUOS 
desarrolló los siguientes princi-
pios legales sobre las actividades 
del espacio ultraterrestre:
1. Declaración de principios lega-

les que rigen las actividades de 
los estados en la exploración y 
uso del espacio ultraterrestre 
(1963);

2. Principios que rigen el uso por 
estado de satélites artifi ciales 
de la Tierra para la transmisión 
internacional directa de televi-
sión (1982);

3. Principios relacionados con la 
teledetección de la Tierra des-
de el espacio exterior (1986). 
Este principio establece el 
Derecho internacional sobre 
adquisición, difusión y uso de 
datos remotos detectados en el 
espacio ultraterrestre.

4. Principios relevantes para el 
uso de fuentes de energía nu-
clear en el espacio ultraterres-
tre (1992).

5. Declaración sobre la coope-
ración internacional en la ex-
ploración y el uso del espacio 
ultraterrestre en benefi cio y en 
interés de todos los Estados, te-
niendo en cuenta especialmen-
te las necesidades de los países 
en desarrollo (1996)17.

Desarrollo de normas en el 
espacio ultraterrestre
Los analistas internacionales sos-
tienen que las normas de com-
portamiento referidas al orden 
público internacional pueden 
describirse como “reglas de trán-
sito voluntarias” que establecen 
estándares de conducta de refe-
rencia para mitigar las amenazas 
a la seguridad y a la estabilidad en 
el espacio ultraterrestre. La adop-
ción del Tratado sobre el espacio 
ultraterrestre marcó el comienzo 
de un período en el que se apreció 
una gran voluntad política dirigi-
da a la adopción de instrumentos 
jurídicos rígidos y formales.

Resoluciones de la ONU sobre el 
espacio ultraterrestre
Bajo los auspicios de la ONU, 
la Asamblea General de la ONU 
adoptó una serie de resoluciones 
relacionadas con las actividades 

del espacio ultraterrestre. Las re-
soluciones más relevantes a los 
efectos de esta investigación son 
las siguientes:
1. Resoluciones 1721 A y B (XVI) 

del 20/12/1961 sobre el CO-
PUOS, para el estudio e infor-
mación sobre cuestiones lega-
les relacionadas con el uso del 
espacio ultraterrestre.

2. Resolución 55/122 de 12/12/ 
2000 cuyo párrafo 4 regula al-
gunos aspectos relacionados 
con el uso de la órbita geoesta-
cionaria.

3. Resolución 59/115 del 12/10/ 
2004 sobre el alcance y la apli-
cación del concepto de “Estado 
de lanzamiento”.

4. Resolución 62/101, de 17/12/ 
2007, sobre la práctica de los 
Estados y las organizaciones 
intergubernamentales interna-
cionales respecto del registro 
de objetos espaciales.

5. Resolución 62/217 de 22/12/ 
2007 sobre el respaldo de las 
pautas de mitigación de dese-
chos espaciales desarrolladas 
por el COPUOS.

6. Resolución 64/86 de 10/01/2009 
sobre el marco de seguridad 
para aplicaciones NPS en el es-
pacio ultraterrestre por parte 
del COPUOS18.

Comité Interinstitucional de 
Coordinación de Residuos 
Espaciales
En 2007, el Comité de Coordi-
nación de Desechos Espaciales 
(IADC), publicó un conjunto de 
guías voluntarias diseñadas para 
reducir la creación de desechos 
orbitales. Estas guías incluyen:

La limitación de la producción 
de escombros/residuos durante 
las operaciones de rutina; la mi-
nimización del potencial de ac-
cidentes causados por rupturas/
desprendimientos de fuselaje en 
órbita; la libre disposición de na-
ves espaciales después de la mi-
sión; la prevención de colisiones 
en órbita; la prohibición de des-
trucción intencional de satélites. 

Asimismo, el Derecho espa-
cial internacional contiene varias 
obligaciones y derechos de los 
estados que participan en activi-

dades del espacio ultraterrestre. 
Se han defi nido los roles, respon-
sabilidades y responsabilidades 
por parte de los estados de lan-
zamiento (i.e.: aquellos desde los 
cuales se lanzan las naves o dispo-
sitivos espaciales). Extremos (to-
dos estos) que vienen a confi gurar 
las bases de una nueva fase en la 
exploración del espacio exterior: 
la comercialización de las activi-
dades y de recursos (directamente 
obtenidos) en el espacio exterior.

GESTIÓN DE RECURSOS 
RELEVANTES Y TRATADOS DE 
PATRIMONIO COMÚN
La regulación existente en mate-
ria de explotación de recursos del 
espacio ultraterrestre se constru-
ye sobre la base de amplios prin-
cipios teóricos, contenidos en el 
primer acuerdo internacional de 
la ONU sobre dicha materia. Tales 
principios generales fueron sufi -
cientes para reglamentar el uso 
del espacio durante los años for-
mativos de la era espacial, pero a 
medida que la actividad espacial 
ha ido fl oreciendo y desarrolládo-
se, tal marco legal se ha quedado 
atrás. En adición a ello, los esta-
dos interesados en ampliar o es-
pecifi car en mayor grado dicha le-
gislación no han sido capaces (de 
momento) de ponerse de acuerdo 
acerca de cuál ha de ser el thelos 
de dicha normativa: si el consi-
derar dichos recursos como pa-
trimonio de la Humanidad toda 
o, por el contrario, considerarlos 
como res nullius (cosa de nadie) y 
por tanto pasibles de ser apode-
rados por aquel estado o empresa 
que les explote19.

Dentro del marco de la primera 
de las concepciones teleológicas 
—aquella referida a la doctrina 
del patrimonio común de la Hu-
manidad—, se hallan las regla-
mentaciones hechas dentro del 
Sistema Universal de Naciones 
Unidas respecto de los fondos ma-
rinos profundos y del continente 
de la Antártida. El principio del 
patrimonio común constituye una 
alternativa para determinar los de-
rechos de propiedad entre todas 
las naciones del mundo, respecto 
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de los recursos provenientes tanto 
del espacio ultraterrestre, como 
del fondo marino o de la Antártida. 
Conforme al mismo, el territorio/
suelo y los recursos naturales no 
pertenecen a ninguna nación, es 
decir, observan la cualidad de res 
nullius hasta que actividades como 
el descubrimiento, la exploración 
y/o la ocupación establezcan cier-
ta soberanía nacional sobre ellos. 
Y decimos que se trata de “cierta 
soberanía” ya que los benefi cios o 
ganancias que se obtengan sobre 
ellos, deberán benefi ciar a toda la 
humanidad: ora mediante la di-
recta distribución de tales recur-
sos o el compartir plenamente la 
información científi ca o avances 
tecnológicos que de los mismos se 
derive; ora mediante la imposición 
de impuestos directos o indirectos 
sobre la comercialización de di-
chos recursos20.

Así, en el caso puntual de los 
suelos y fondos marítimos y de la 
Antártida, y tras pasar por diversos 
marcos políticos y acuerdos inter-
nacionales, los países signatarios 
de los tratados y convenciones 
vigentes han resuelto suscribir la 
promoción “del uso pacífi co de 
dichas áreas” y, por supuesto, del 
“benefi cio común” que debería 
observar para toda la humanidad. 
Así, en el caso de la minería de los 
suelos y fondos marinos profun-
dos según el Derecho internacio-
nal consuetudinario emergente 
de las (fallidas) Conferencias del 
Mar de la ONU, se sostiene: “La 
declaración de principios afi rma 
la existencia de un área interna-
cional libre de soberanía estatal, 
que no puede ser objeto de apro-
piación por ningún medio por 
parte de estados o personas priva-
das. Esta área constituye el patri-

monio común de la humanidad, y 
sus recursos deben ser explotados 
para el benefi cio de la humanidad 
en su conjunto, y en particular de 
los países en desarrollo”21. 

Probablemente en esta con-
cepción/regulación que entiende 
los recursos como perteneciente a 
toda la humanidad, y a esta como 
recipiendaria de todos los benefi -
cios netos de cualquier actividad 
industrial y/o comercial sobre los 
mismos, se ubique la razón por 
la cual existe una postura predo-
minante por parte de la mayoría 
de los países con potencial fi nan-
ciero y tecnológico como para 
desempeñar tales actividades ex-
tractivas, de “mantener sus opcio-
nes abiertas” y de ahí que hayan 
decidido no fi rmar y/o ratifi car el 
Acuerdo de la Luna.

Asimismo, y de conformidad 
con el contexto de otros tratados, 
como el correspondiente a la Ofi -
cina de Asuntos de Desarme de la 
ONU, se verifi ca la prohibición de 
cualquier tipo de emplazamiento 
de armas nucleares u otras armas 
de destrucción masiva, tanto en el 
lecho y el fondo oceánico, como 
en su subsuelo. Verifi cándose así 
una estricta exclusión de lo men-
cionado respecto de cualquier 
tipo de carrera armamentista (de-
biéndose puntualizar que así se 
acordó en pleno auge de la Guerra 
Fría). La misma prohibición exis-
te para el continente antártico y 
para el espacio ultraterrestre, si 
bien es también cierto que sí se 
permite la presencia de personal 
y/o equipo militar en la medida 
que se empleen con fi nes única-
mente pacífi cos. 

Cabe señalar que no existe una 
prohibición explícita sobre el em-
pleo de energía nuclear o simila-
res fuentes de energía, sino que 
entra en juego la responsabilidad 
de los Estados partes en caso de 
que ocurra cualquier incidente, 
ya sea por entidades guberna-
mentales o no gubernamentales. 
Hallándose los mismos extremos 
reglamentados en el Tratado so-
bre los principios que rigen las 
actividades de los estados en la ex-
ploración y uso del espacio ultra-
terrestre, incluida la Luna y otros 
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Visiones sobre actividad de minería en asteroides [ExplainingTheFuture.com].
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cuerpos celestes, tanto sea que 
dichas actividades sean desempe-
ñadas por agencias estatales o pa-
raestatales, como por entidades 
privadas (compañías o sociedades 
comerciales). Extremos estos que, 
por otra parte, no son más que ul-
teriores desarrollos (mejor dicho: 
precisiones) de las disposiciones 
del Tratado del Espacio Exterior 
del año 1967, que adoptan el prin-
cipio de que los estados son —en 
última instancia— responsables, 
a la par que precisan sobre la 
obligación de cualquier opera-
dor —tanto público como priva-
do— de obtener una autorización 
previa (licencias), de cumplir con 
las reglamentaciones nacionales 
e internacionales, y de resarcir 
por cualquier daño devenido por 
cualquier fallo o transgresión que 
pudiere ocurrir al momento de 
desplegar sus actividades indus-
triales, mineras y/o comerciales22.

Sin perjuicio de lo anterior, se 
ha sostenido que aquellos estados 
dedicados a la minería deberían 
ser más activos en los diversos fo-
ros a los efectos de garantizar que 
se facilite una “era de libre utili-
zación de los recursos”, aunque 
evitando un escenario desordena-

damente “libre para todos” y, por 
supuesto, compartir sus propias 
ideas y proyectos, reforzando su 
condición de nación líder en el 
sector minero23. El primer punto 
de semejante contribución, de-
bería versar sobre la redefi nición 
de lo que la exploración y el uso 
del espacio signifi can en detalle. 
Se sabe que en el sector minero, 
la exploración puede incluir el 
muestreo, la obtención de prue-
bas y/o muestras, así como la 
cuantifi cación de recursos pros-
pectivos incluso antes de que se 
pueda decidir la extracción for-
mal de recursos.

Concordante con lo anterior-
mente dicho, son bien conocidas 
las actividades impulsadas por la 
industria, que conllevan la utili-
zación de recursos explosivos y/o 
materiales nucleares, que esta-
rían en franca oposición respecto 
de los artículos del tratado rela-
cionados con la prohibición de 
colocar armas en órbita o sobre 
los cuerpos celestes (incluida la 
Luna). Así, por ejemplo, el fun-
dador de SpaceX y CEO de Tesla, 
Elon Musk, ha sugerido el uso de 
explosiones nucleares para alte-
rar la atmósfera y la geografía de 

Marte, de manera que pase a ser 
más habitable. Estos extremos 
acreditan la urgencia y necesidad 
de revisar la prohibición conven-
cional, debiendo resolver si debe 
reformarse o no dicho status quo 
convencional. 

La mera introducción de tales 
consideraciones en los debates ha 
sacado el tema del estricto ámbito 
diplomático de las reuniones de 
la ONU, recayendo también en los 
foros legislativos domésticos. Así 
hallamos desarrollos como la Ley 
de Competitividad y Lanzamiento 
del Comercio Espacial (CSLCA) de 
Estados Unidos, que evidencian la 
existencia de la necesidad de dis-
cutir las actividades espaciales de 
las entidades privadas y el alcance 
de las mismas. Asegurando, de tal 
modo, la existencia de marcos ju-
rídicos adecuados y robustos que 
den cabal respuesta a dichos ex-
tremos24.

Así, los defensores de un mo-
delo de explotación libre y no vin-
culado a una copropiedad de la 
Humanidad toda sobre los bienes 
y recursos provenientes del espa-
cio ultraterrestre, argumentan 
que espacios como la Antártida 
o el suelo y subsuelo marítimo 

Escena imaginada del traslado de rocas de un asteroide para ser procesadas en la órbita lunar o terrestre [ExplainingTheFuture.com].
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terrestre, constituyen áreas fi ni-
tas, con perspectivas de valora-
ción determinables respecto de 
la explotación de sus recursos. 
Por el contrario, en el espacio ex-
terior las perspectivas son vastas 
y demasiado signifi cativas como 
para que los estados asuman ju-
rídicamente —y se mantengan 
en los hechos vinculados— una 
posición de “grandes y recíprocas 
limitaciones, cuando no, de pro-
hibición de explotación”. Siendo 
que las verdaderas limitaciones 
no son jurídicas ni políticas, sino 
que se centran en la información 
científi ca, la tecnología y la viabi-
lidad económica general de tal ex-
plotación minera; y siendo que los 
estados —especialmente los mi-
neros— responden a los cambios 
de clima económicos y políticos 
—y las actividades espaciales se 
extienden a ambos dominios—25.

Aplicando estos desarrollos 
al caso de Sudáfrica, se ha dicho 
que los estados con experiencia 
en el sector minero pueden y de-
ben desempeñar un papel activo 
en el desarrollo de esta normati-
va: intercambiando con el resto 
de operadores del sistema in-
ternacional de sus experiencias 
socio-económicas, proponiendo 
mejores prácticas y formas de ex-
plotación innovadoras; todo ello 
derivado de la gestión de los dere-
chos mineros y sobre los recursos, 
de sus sistemas tributarios y de 
los marcos jurídicos vernáculos 
vigentes. De tal modo, ni bien la 
ONU lance la propuesta de regular 
las responsabilidades estatales, 
autorizaciones y/o responsabili-
dades de monitoreo (de la explo-
tación por parte de terceros), el 
estado se halle a la vanguardia de 
aquellos países que puedan re-
comendar modelos comerciales 
para su consideración y adopción 
universal26.

En lo que refi ere a las implica-
ciones ambientales por la utili-
zación de los recursos —las que 
suelen ser vastas y de larga dura-
ción— menester resulta que se les 
trate con la seriedad y atención 
que merecen. Especialmente si 
se trata de un país que observa 
problemas históricos (y actuales) 

derivados de prácticas mineras 
adversas para con el medio am-
biente (como el drenaje ácido de 
minas, la degradación del paisaje 
y otras diversas formas de conta-
minación). Es especialmente en 
dichos casos que los estados de-
berían moldear de manera proac-
tiva —en vez de reactiva—, todo 
avance en la utilización de los 
recursos de los cuerpos celestes 
(incluida la Luna), aprendiendo 
de las defi ciencias pasadas e inno-
vando para enfrentar los desafíos 
futuros y mitigar esos efectos per-
niciosos inevitables, de la mejor 
manera posible. El Artículo IX del 
Acuerdo de la Luna, como se des-
cribió anteriormente, respalda tal 
postura.

En atención a lo previamen-
te establecido, la teleología que 
subyace al Acuerdo de la Luna se 
presenta hoy absurdamente res-
trictiva y, en cierta forma, postula 
una “negación de lo inevitable”. 
Puesto que la realidad inevitable-
mente indica que la explotación 
de los cuerpos celestes será un 
hecho en un futuro cercano; y es 
simplemente una cuestión de que 
se den las variables que la hagan 
económicamente viable y atracti-
va, i.e.: un desarrollo de la tecno-
logía requerida a todos los niveles 
menesteres para la explotación 
y transporte, una navegación es-
pacial que llegue sin mayores in-
convenientes al cinturón de aste-
roides (allende Marte), así como 
que el precio a obtener por dicha 
explotación resarza con creces 
los costes de la operación (extrac-
ción+transporte). 

Respecto de esto último, ha de 
considerarse el siguiente pasaje 
extraído de la obra de uno de los 
mayores divulgadores de astrofí-
sica de hoy en día, el norteame-
ricano Michio Kaku: “En cierto 
sentido, los asteroides son minas 
de oro voladoras en el espacio 
exterior. Por ejemplo, en junio 
de 2015, uno de ellos se acercó a 
1,6 millones de kilómetros de la 
Tierra, aproximadamente cuatro 
veces la distancia entre esta y la 
Luna. Medía unos 900 metros de 
diámetro y se calculó que su nú-
cleo contenía noventa millones 

de toneladas de platino, valoradas 
en 5,4 billones de dólares. Plane-
tary Resources calcula que el pla-
tino contenido en un asteroide de 
solo treinta metros podría valer 
de 35.000 a 50.000 millones de 
dólares. La compañía ha llegado a 
elaborar una lista de pequeños as-
teroides cercanos que están listos 
para ser explotados. Si se lograra 
acercar uno de ellos a la Tierra, 
contendría un fi lón de minerales 
que rendiría muchas veces lo in-
vertido”27.

De tal modo, el discurso para 
la extracción y utilización de los 
recursos espaciales, tal como se 
presenta desde el punto de vista 
de otros tratados terrestres simi-
lares y bajo el prisma de la reali-
dad, sugiere que los estados de-
ban conducir sus consensos hacia 
soluciones pragmáticas y, lo que 
es más importante, establecer 
marcos de regulación que no sean 
restrictivos sino facilitadores de la 
explotación industrial. 

Resulta mucho más relevante, 
desde el punto de vista de la segu-
ridad internacional, el fomentar 
este tipo de extracciones indus-
triales en detrimento de las que 
se desarrollan en el ecosistema 
terrestre, y revertir de tal modo 
los enormes perjuicios que ta-
les industrias generan sobre los 
recursos naturales y la salud de 
la biosfera de la Tierra. Ello, sin 
obviar que los minerales que se 
obtendrán de los asteroides faci-
litarán el desarrollo de energías 
limpias y renovables, preservando 
los recursos siempre limitados de 
nuestro planeta. Lo anterior no es 
óbice, sin embargo, de que regla-
menten férreos controles ex ante 
(i.e.: licencias de explotación) 
puesto que un error en el proce-
dimiento de extracción puede 
generar graves efectos para la se-
guridad del planeta, como el des-
vío de un asteroide de su órbita 
dentro del cinturón de asteroides 
y que el mismo pudiere terminar 
impactando con la Luna o contra 
satélites artifi ciales u otras insta-
laciones espaciales. 

Si la transparencia se inculca en 
el procedimiento productivo des-
de el principio, en concordancia 
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con lo regulado en el artículo XII 
del Acuerdo de la Luna, habilitan-
do la apertura de las instalaciones 
espaciales y demás medios (bajo 
el principio de reciprocidad) entre 
los estados y sus actores privados, 
entonces —y sólo entonces— se 
podrán dar grandes pasos28.

LA LEY DE COMPETITIVIDAD 
Y LANZAMIENTO DEL 
COMERCIO ESPACIAL DE 
EE.UU.
Brevemente, hemos de referir que 
la CSLCA es una ley de los Estados 
Unidos que actualiza la legisla-
ción federal relativa al comercio 
en el espacio ultraterrestre. La ley 
apunta principalmente a generar 
un mayor desarrollo del referido 
sector comercial, específi camen-
te con respecto al turismo espa-
cial y a la explotación minera de 
asteroides. Con respecto a esto, 
también fi ja como objetivo, el agi-
lizar el proceso regulatorio, v.gr., 
restringiendo la participación de 
la Autoridad Federal de Aviación 
(FAA) en lo que se considera una 
fase de incubación (o “período de 
aprendizaje”) en el desarrollo del 
espacio comercial29.

Esencialmente, la ley busca 
adaptar leyes estadounidenses 
como la Ley de Política de Telede-
tección Remota de 1992, la Ley de 
Espacio Comercial de 1998 y las 
Leyes de Autorización de Admi-
nistración Nacional de Aeronáu-
tica y del Espacio de 2005, 2008 y 
2010. Por lo tanto, la ley de 2015 
es parte integrante de un sistema 
legal y políticas económicas y so-
ciales debidamente codifi cadas30.

La norma se estructura en cua-
tro áreas principales: 1) fomentar 
la competitividad aeroespacial 
privada y el espíritu empresarial; 
2) reglamentar la teledetección 
con fi nes comerciales; 3) defi nir 
la estructura y fi nes de la ofi cina 
de comercio espacial y; 4) fomen-
tar la exploración y utilización de 
recursos espaciales. Si bien la Ley 
se concentra principalmente en 
mejorar la comprensión de la po-
lítica espacial de EE.UU. y hacer 
pequeños ajustes a la redacción 
de otras leyes espaciales previas, 

la sección fi nal (aunque breve) 
sobre minería espacial y los de-
rechos relevantes vinculados a la 
actividad, es la que ha captado la 
mayor atención del público.

Si bien la ley fue de adopción 
bipartidista, la oposición a la mis-
ma, desde dentro de los EE.UU., 
ha provenido desde varios án-
gulos: algunos representantes 
demócratas y entidades como 
American Association for Justice, 
Alliance for Justice, Center for 
Justice & Democracy, Consumer 
Watchdog, National Consumers 
League, Network for Environmen-
tal and Economic Responsibility 
of United Church of Christ, Pro-
tect All Children’s Environment 
and Public Citizen, por nombrar 
algunos. La queja básica de todos 
estos grupos de presión radica en 
que la ley prohíbe a la FAA imple-
mentar regulaciones de seguridad 
para los pasajeros —por al menos 
un período de 10 años—. 

Conectado a esto, la ley observa 
cierto impacto negativo (y poten-
cial) sobre los derechos de las per-
sonas, al estipular una exención 
de responsabilidad en el caso de 
accidentes en vuelos espaciales. 
Del punto de vista meramente 
jurisdiccional, la ley impone la 
jurisdicción federal a la estatal, 
pero va mucho más lejos: limita 
(mejor, niega toda legitimidad) al 
Congreso federal para investigar o 
examinar posibles consecuencias 
no deseadas o efectos negativos o 
accidentes. Asimismo, establece 
derechos de propiedad a empre-
sas privadas sin que puedan ser 
objeto de ninguna revisión; lo que 
prima facie suscita una serie de 
cuestiones legales y políticas de 
difícil resolución31.

Sin perjuicio de lo anterior, la 
principal crítica a la ley radica en 
su thelos: que se lee más como 
una “lista de deseos” de la indus-
tria, con poca —o ninguna— pre-
ocupación real por los partici-
pantes de los vuelos espaciales o 
de las actividades de extracción y 
transporte minero. Aquí se advier-
te la acción de un fuerte lobby por 
parte de la incipiente industria es-
pacial, quien presionó para que la 
mayor parte de las disposiciones 

legales se ajusten a las necesida-
des y conveniencias de la misma. 

Ya en un plano internacional, 
la referenciada ley ha sido el blan-
co de numerosas críticas, siendo 
la principal de ellas, su incompa-
tibilidad con el régimen estable-
cido por el Tratado del Espacio 
Ultraterrestre de la ONU de 1967 
y el Acuerdo de la Luna de 1984. 
Sin perjuicio de tan severos cues-
tionamientos, Obama promulgó 
la nueva ley el 25 de noviembre de 
201532.

OTROS MARCOS LEGALES 
NACIONALES EXISTENTES O 
EN DESARROLLO
Mientras que Estados Unidos li-
dera a la comunidad internacio-
nal con la formulación y promul-
gación de un marco legal sobre 
la extracción de recursos y la uti-
lización del espacio (mediante la 
aprobación de la CSLCA de 2015), 
muchos países carecen de un 
marco tan coherente para regular 
y gestionar la extracción de recur-
sos en el espacio ultraterrestre. A 
pesar de ello, existen marcos na-
cionales que regulan las activida-
des espaciales generales entre la 
mayoría de los países que realizan 
actividades comerciales y/o cien-
tífi cas en el espacio. Normativas 
nacionales a las que se suman 
las recientes iniciativas de países 
como Luxemburgo y los Emiratos 
Árabes Unidos, que demuestran 
avances en la redacción de mar-
cos específi cos para la extracción 
de recursos espaciales.

De tal modo, China, a través 
de su Administración Espacial 
Nacional (CNSA), ha enfatizado 
históricamente las actividades 
espaciales para estimular el desa-
rrollo tecnológico y para utilizar 
las aplicaciones espaciales para 
estimular su desarrollo económi-
co. Sin embargo, recientemente 
ha llevado a cabo nuevas activida-
des adicionales en el espacio, que 
incluyen vuelos espaciales tripu-
lados, y el desarrollo de aplicacio-
nes militares en el espacio33.

Por su parte, la India —a través 
de su agencia espacial: la Organi-
zación de Investigación Espacial 
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de la India (ISRO)— tradicional-
mente se ha dedicado también a 
actividades espaciales, especial-
mente lanzamientos y operacio-
nes satelitales, con fi nes de co-
municaciones y observación de la 
Tierra. “Desde su inicio, el progra-
ma espacial indio se ha orques-
tado bien y tenía tres elementos 
distintos: satélites para comuni-
cación y teledetección, el sistema 
de transporte espacial y los pro-
gramas de aplicación”. Como tal, 
se ha orientado hacia el uso de ac-
tividades espaciales para alcanzar 
sus propios objetivos (nacionales) 
de desarrollo, aunque ahora está 
cambiando su enfoque para in-
cluir también misiones científi cas 
y de investigación como parte de 
su programa espacial. Extremos 
que se evidenciaron mediante el 
lanzamiento de ASTROSAT, un 
satélite de investigación astronó-
mica especialmente orientado al 
cinturón de asteroides y a Marte34.

Japón, impulsado en gran me-
dida por su Agencia de Explora-
ción Aeroespacial (JAXA), en los 
últimos años ha venido cambian-
do sus tradicionales fi nalidades 
de exploración científi ca de la Tie-
rra y telecomunicaciones, expan-
diéndose a aplicaciones militares 
con la aprobación de la Ley Espa-
cial Básica en 2008. Aunque Ja-
pón, del mismo modo que China 
y la India, carece de un marco de 
extracción de recursos espaciales, 
de su legislación emergen princi-
pios rectores para el desarrollo fu-
turo de dicho marco. Estos princi-
pios (seis) se encuentran en la Ley 
Espacial Básica e incluyen el uso 
pacífi co del espacio, la mejora de 
la vida de las personas, el desarro-
llo de la industria, la prosperidad 
de la sociedad humana, la promo-
ción de la cooperación internacio-
nal y la consideración por el me-
dio ambiente35.

Aunque no se trate de un poder 
espacial tan signifi cativo como los 
anteriores, los Emiratos Árabes 
Unidos (EAU) —representados 
por su Agencia Espacial— mere-
cen mención, ya que han declara-
do públicamente su intención de 
promulgar una nueva ley este mis-
mo año 2020 (están trabajando en 

ello desde 2016) por la pretender 
regular la exploración espacial 
humana y actividades industria-
les/comerciales como la minería. 
De hecho, dados sus objetivos 
—que incluyen el de “proporcio-
nar un entorno regulador compe-
titivo que atraiga al sector privado 
y las inversiones en el campo del 
espacio ultraterrestre—”, los EAU 
pueden estar posicionándose 
para competir con los EE.UU. en 
lo referido a la captación de em-
presas y de inversores para la ex-
plotación minera espacial36.

Lo referido acerca de las prác-
ticas y políticas espaciales asiáti-
cas, pese a la naturaleza cambian-
te de los programas espaciales 
asiáticos, sin embargo no presen-
tan indicaciones claras acerca de 
cómo se podrían desarrollar unos 
marcos legales sobre la extracción 
de recursos espaciales por parte 
de ellos, compatibilizándolo con 
la adopción de enfoques comu-
nes (i.e.: de dichos recursos como 
“patrimonio de la humanidad”). 
El desarrollo nacional y los inte-
reses políticos de cada economía 
varían, y esto puede dar lugar a di-
versos enfoques por parte de tales 
marcos.

Europa, por su parte, incluye al-
gunas de las principales potencias 
espaciales del mundo, incluyen-
do a la Agencia Espacial Europea 
(ESA) como organización espacial 
intergubernamental vinculada a 
la Unión Europea, y la Agencia Es-
pacial Rusa (Roscosmos).

La ESA es una agencia espacial 
avanzada que realiza actividades 
en diversas áreas, incluyendo la 
observación de la Tierra y la te-
ledetección, comunicaciones, 
expediciones científi cas e inves-
tigación, y vuelos espaciales tri-
pulados. Como la ESA informa, 
“sus Estados miembros acorda-
ron proporcionar y promover, con 
fi nes exclusivamente pacífi cos, la 
cooperación en la investigación y 
desarrollo de tecnología espacial 
y de sus aplicaciones espaciales, 
con miras a su uso con fi nes cien-
tífi cos y para aplicaciones espa-
ciales operacionales sistemas”37. 

Estos objetivos no incluyen fi -
nes comerciales ni industriales 
(por lo que no se hallarían inclui-
das las actividades de minería es-
pacial). Sin embargo, las normas y 
reglamentos de política industrial 
de la ESA, aunque se centran prin-
cipalmente en el retorno de las in-
versiones para sus estados miem-
bros, sugieren que la ESA está 
interesada en garantizar que las 
empresas europeas sigan siendo 
competitivas para el desarrollo de 
actividades espaciales, por lo que 
no sería difícil interpretar la inclu-
sión de la minería espacial y, desde 
ahí, puedan prestarse para formu-
lar en el futuro un marco de extrac-
ción de recursos espaciales que 
busque un objetivo similar para 
“mejorar la competitividad mun-
dial de la industria europea”38.

Del mismo modo, la agencia 
rusa Roscosmos sigue siendo un 

Visión sobre extracción de minerales en un asteroide [ExplainingTheFuture.com].
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actor espacial internacional lí-
der, con actividades espaciales 
en muchas áreas que incluyen la 
observación de la Tierra para la 
gestión ambiental y de desastres, 
el desarrollo y seguimiento de los 
sistemas de navegación, las tele-
comunicaciones, los vuelos espa-
ciales tripulados, y la investigación 
científi ca espacial. Aunque Rusia 
no ha llevado a cabo actividades de 
extracción de recursos espaciales, 
ni ha desarrollado marcos jurídi-
cos o administrativos que regulen 
este tipo de actividades, relevantes 
institutos de investigación rusos 
y la propia Roscosmos han pro-
ducido informes que promueven 
proyectos para asentar en la Luna 
una base permanente para la ex-
tracción de recursos minerales. 
Aunque la extracción real de recur-
sos bajo la referida misión (llama-
da “Luna-25”) probablemente no 
podrá llevarse a cabo en menos de 
una década, esta propuesta de Ros-
cosmos sugiere la seriedad con la 
que Rusia apuesta acceder al mer-
cado de la minería espacial39.

Finalmente, Luxemburgo, aun-
que carece de una agencia del ta-
maño de la ESA o de Roscosmos, 
pretende desarrollar un nicho de 
mercado para la industria de ex-
tracción de recursos espaciales a 

través del desarrollo de un marco 
jurídico y administrativo nacio-
nal, llamado spaceresources.lu. 
Luxemburgo, actualmente sirve 
como la sede de la compañía de 
telecomunicaciones satelitales 
más grande del mundo (SES), y 
busca atraer inversiones a la in-
dustria de la minería espacial, 
mediante el apoyo a la investiga-
ción y al desarrollo de tecnologías 
y maquinaria de minería espacial. 
Claramente, la política conducida 
por el pequeño estado europeo se 
enmarca en el diseño de la CSCLA 
de EE.UU. más que en la política 
de “patrimonio común de la hu-
manidad” del sistema de Nacio-
nes Unidas. Así, cuando interpe-
laron al ministro de economía 
de Luxemburgo acerca de cómo 
podrían compatibilizarse ambos 
modelos normativos, el mismo 
expresó: “Estas reglas prohíben la 
apropiación del espacio y los cuer-
pos celestes, pero no excluyen la 
apropiación de materiales que se 
pueden encontrar allí”40.

CONCLUSIONES
Por su relevancia, así como por co-
rresponder a la mayor economía 
del mundo (la que más cantidad 
de nuevas patentes industriales 

emite anualmente, por encima de 
las del resto de naciones juntas), 
la CSLCA se erige en el modelo le-
gislativo y de política de fomento 
industrial y comercial de la mine-
ría espacial, capaz de aggionar —
cuando no sustituir— al vetusto 
régimen emanado de los instru-
mentos de Naciones Unidas. De 
ahí que se eche en falta una mayor 
reglamentación y detalle por par-
te de la misma, especialmente en 
lo referente a su sección fi nal (re-
lativa a la exploración y utilización 
comercial de recursos espaciales). 
Esta sección regula someramente 
cuestiones relativas a seguridad 
(indicando que la extracción y 
manipulación de los recursos ha 
de estar “libre de interferencias 
perjudiciales”), así como un régi-
men de supervisión continua (de 
entidades no gubernamentales, 
del tipo de compliance programs). 
Aparte de ello, no se encuentran 
sino regulaciones que apuntan a 
una estipulación o mandato co-
mercial (y hasta cierto punto tam-
bién fi nanciero). 

Sin embargo, la principal falen-
cia del régimen legislativo radica 
en su falta de enfoque internacio-
nal en lo que a su aplicabilidad 
refi ere. Ello, puesto que a través 
de la referenciada ley solo los ciu-
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Visión de un convoy espacial para el traslado de helio 3 a la Tierra [ExplainingTheFuture.com].
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dadanos y las entidades empre-
sariales estadounidenses pueden 
reclamar derechos de propiedad 
sobre los minerales extraídos. 
Careciendo de toda reglamenta-
ción respecto de cómo resolver 
confl ictos de intereses, o disputas 
territoriales entre entidades esta-
dounidenses y no estadouniden-
ses (ya sea que estén amparadas 
por el marco regulatorio de algún 
otro estado, o no). Esto evidencia 
la pérdida de una gran oportuni-
dad para los norteamericanos. 
Me explico: en el caso de una ex-
ploración industrial y/o comercial 
sobre los fondos marinos profun-
dos, el Congreso de los Estados 
Unidos reconoce los derechos que 
puedan emerger del marco regu-
latorio de leyes estatales recípro-
cas (y ello a los efectos de resolver 
cuál de las dos partes, goza de me-
jor derecho sobre su pretensión). 

En el caso de la CSCLA, no obs-
tante, los americanos parecen 
asumir (no sin cierta arrogancia) 
que son los únicos con posibili-
dad de encausar y practicar este 
tipo de explotación espacial en un 
futuro cercano. El problema, sin 
embargo, radica en que con este 
enfoque aislado, la certeza de los 
derechos mineros de un asteroide 
se podrá ver altamente compro-
metida. Puesto que si bien es cier-

to que ningún estado extranjero (o 
entidad regulada por el derecho 
de aquel) podría ser obligado a 
aceptar o ratifi car la ley estadouni-
dense para asegurar sus derechos 
de propiedad, la CSCLA hubiese 
confi gurado un proto-marco in-
ternacional/cooperativo, que posi-
cionara a EE.UU. como líder mun-
dial indiscutible a este respecto, si 
hubiera incluido una cláusula de 
reconocimiento recíproco en la 
que otorgase prevalencia a la juris-
dicción norteamericana (i.e.: esta-
bleciendo un estándar cooperativo 
de facto, como sucede con tantas 
cuestiones relacionadas con el De-
recho Internacional privado). 

El fuerte enfoque nacional de 
la CSCLA, preocupada solamente 
en sus operadores intra-naciona-
les, conlleva invariablemente una 
absurda despreocupación por el 
relacionamiento (y eventuales 
confl ictos de intereses) respecto 
de terceros estados o entidades 
industriales y/o comerciales de 
aquellos. De ahí que la reglamen-
tación actual de la CSCLA no se 
pueda valorar como el marco ju-
rídico más viable y efi caz a los 
efectos de confi gurar un sistema 
regulatorio universal respecto de 
la explotación minera espacial. 

Sin embargo, aún con esas fa-
lencias, la CSCLA —al igual que 

las noveles legislaciones de Lu-
xemburgo y de los E.A.U.—, sí re-
presenta un punto de partida via-
ble para la construcción de dicho 
(nuevo) sistema. Lo dicho, puesto 
que casi ningún país (menos aún 
una empresa privada) que se ha-
lle a la vanguardia tecnológica y 
cuente con los medios económi-
cos sufi cientes como para desa-
rrollar tal tipo de explotaciones 
en el espacio exterior, estará dis-
puesto a aceptar aquellas reglas 
estipuladas por la ONU respecto 
del reparto irrestricto de todo be-
nefi cio o ganancia obtenida, entre 
las naciones menos favorecidas o 
a favor del organismo administra-
tivo de la ONU de turno…

Claro que lo expuesto solo pue-
de signifi car un punto de partida. 
Un punto de partida que reque-
rirá de muchos intercambios de 
pareceres e informes técnicos 
entre los agentes interesados (ora 
públicos, ora privados), y de mu-
chísimas idas y venidas antes de 
obtener el diseño defi nitivo del re-
ferenciado marco/sistema legal. 
Mas, en todo caso, se tratará del 
punto de partida de la regulación 
de un fenómeno que ya ha dejado 
de ser una mera conjetura (casi de 
ciencia fi cción), para pasar a ser 
una realidad que se halla a la vuel-
ta de la esquina.
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facilitará n y fomentará n la cooperació n internacional en dichas 
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